
 
VOTO CONCURRENTE A LA RESOLUCION DE LA CORTE INTERAMERICANA DE 
DERECHOS HUMANOS SOBRE MEDIDAS PROVISIONALES EN EL CASO DE LA 

CARCEL DE URSO BRANCO, 
DEL 7 DE JULIO DE 2004 

 
 
 
Ante la grave situación que guardan los internos y otras personas en la Casa de 
Detención José Mario Alves, conocida como Cárcel de Urso Branco, ubicada en la 
ciudad de Porto Velho, Estado de Rondônia, Brasil, la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos adoptó, a solicitud de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, diversas medidas provisionales en Resoluciones del 18 de junio de 2002, 
29 de agosto del mismo año y 22 de abril de 2004, a las que se agregan las cartas 
remitidas al Estado por la propia Corte el 6 de marzo de 2003, el 1 de mayo del 
mismo año y el 7 de enero de 2004. 
 
La primera Resolución de la Corte Interamericana en materia de medidas 
provisionales tomó en cuenta, entre otras situaciones graves de urgente atención, la 
frecuencia con que se habían perpetrado homicidios en dicho penal, y la forma en 
que ocurrieron. Los fallecimientos se habían presentado en circunstancias de gran 
violencia y notoria pérdida de control de la prisión por parte de las autoridades 
correspondientes. Fue por ello que la Corte estimó pertinente adoptar medidas 
provisionales destinadas, ante todo, a preservar la vida y la integridad de los 
reclusos de la Cárcel de Urso Branco. 
 
No obstante las reiteradas instancias de la Corte Interamericana, no se ha logrado la 
corrección de las condiciones prevalecientes en esa institución. Los más recientes 
informes hacen saber que han continuado los actos de violencia, con resultados 
fatales: persiste la comisión de homicidios y otros hechos de suma gravedad. 
Aparentemente, estas condiciones han prevalecido a lo largo de más de dos años, 
periodo en el que fueron dictadas las resoluciones de la Corte en materia de medidas 
provisionales, además de las medidas cautelares solicitadas previamente por la 
Comisión Interamericana. 
 
En vista de estos hechos, la Corte convocó a una audiencia que tuvo lugar en la sede 
del Tribunal, en San José, Costa Rica, el 28 de junio del 2004, para escuchar los 
informes que sobre esa situación rindieran los representantes de los internos en la 
Cárcel de Urso Branco, que han actuado como peticionarios, así como la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos y el Estado.  
 
En esta oportunidad, los integrantes de la Corte escuchamos diversos 
planteamientos que obligan a mantener el estado de alerta sobre el riesgo cierto y 
notorio de que continúen los hechos en el interior de la prisión. Asimismo, se dio 
noticia sobre las medidas que está adoptando o se propone adoptar el Estado federal 
en el ámbito de su propia competencia, así como aquellas otras que tiene a su cargo 
la autoridad carcelaria local, tomando en cuenta que la administración de los penales 
compete, conforme a la legislación nacional, a las instancias locales, no a las 
autoridades federales. 
 
En esa misma audiencia, que presidí, me permití mencionar el interés con el que los 
Jueces escuchamos los trabajos que se tiene previsto emprender o que 
efectivamente han comenzado para modificar las condiciones de la vida carcelaria. 
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Hice notar el aprecio que merecen esas iniciativas, así como las propuestas de 
coordinación entre autoridades y peticionarios, con participación de otros sectores, 
para llevar adelante la reforma carcelaria. Al mismo tiempo, puse énfasis en que, 
como lo habían expresado los participantes en la audiencia  --inclusive los señores 
representantes del Estado--,  resultaba verdaderamente inaceptable la situación 
prevaleciente en Urso Branco. La verdadera buena noticia que la Corte esperaría 
conocer, como resultado de la reiteración de las medidas provisionales  --que se 
hace en la Resolución a la que acompaño este razonamiento--,  sería que han cesado 
absolutamente las pérdidas de vidas y los daños a la integridad personal de los 
internos. Ninguna otra información podría suplir a ésta, que toca directamente el 
asunto de mayor preocupación para la Corte Interamericana, que determinó la 
solicitud y la disposición de medidas provisionales. 
 
Bien que haya reforma penitenciaria, se expida una nueva legislación de la materia, 
se provea a la clasificación de los internos, se modernicen las instituciones 
penitenciarias, se haga un cuidadoso reclutamiento de los funcionarios encargados 
de la custodia y ejecución de penas, existan sustitutivos adecuados para la pena de 
prisión, se franquee la visita a los presos en condiciones dignas, haya servicio 
médico que preserve la salud de los reclusos, se establezcan centros escolares, 
talleres y unidades de trabajo. Todo eso, y más todavía, es absolutamente 
indispensable, porque refleja los estándares actuales en materia de privación de la 
libertad, cautelar o penal, medida severamente cuestionada en la actualidad. 
 
Pero nada de eso, que es preciso realizar cuanto antes, puede suplir la inmediata 
adopción de las medidas necesarias para evitar que se presente una sola muerte 
más en la Cárcel de Urso Branco. Así lo expuse en la conclusión de la audiencia a la 
que me he referido, y así lo expreso ahora, a través de este razonamiento, que 
anticipé al concluir la misma sesión. Al emitir la actual Resolución sobre medidas 
provisionales, que sigue a las otras adoptadas a lo largo de dos años, la Corte ha 
tenido en mente ese resultado inmediato y concreto. Evidentemente, no se trata 
aquí, como pudiera suceder en el caso de otras reformas o progresos, de alcanzar 
paulatinamente determinadas metas. Se trata, precisa y directamente, de asegurar 
en forma total, con el pleno empleo de los medios legítimos para  ello, la  
preservación  de  la  vida de todos y cada uno de los internos de Urso Branco  --y de 
otras personas que corran riesgo de perder la vida o ver afectada su integridad--, 
cualquiera que sea su situación jurídica. 
 
No sobra recordar, como sustento de la Resolución de la Corte, las obligaciones 
específicas del Estado cuando se trata de personas privadas de libertad y colocadas 
bajo la íntegra custodia de aquél. En estos casos el Estado tiene  --como lo ha dicho 
el Tribunal en diversas resoluciones--  una función de garante con respecto a quienes 
han quedado bajo su cuidado. Es preciso considerar que estas personas se hallan 
sujetas en forma completa a la autoridad inmediata del Estado y a la conducta activa 
u omisiva de sus agentes, no tienen capacidad real de proveer a su propia seguridad 
y defensa, y por ello suelen confrontar contingencias abrumadoras. La preservación 
de sus derechos compete integralmente al Estado garante. La peculiar posición de 
desvalimiento en que se hallan los internos impone deberes especiales de cuya 
puntual observancia dependen no sólo el bienestar de aquéllos, sino también y sobre 
todo, como hemos visto, su vida misma. Esto es lo que ocurre en reclusorios para 
adultos, centros de detención de menores, instituciones para enfermos mentales y 
otros planteles en los que existe, de una u otra manera, bajo diversos títulos, 
privación de libertad y encomienda del sujeto a las autoridades públicas.  
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Es claro que el Estado tiene, en relación con todas las personas situadas en el ámbito 
al que alcanza su jurisdicción, el deber de reconocer, respetar, proteger y garantizar 
los derechos fundamentales de las personas. Ahora bien, esta obligación estatal 
adquiere un acento mayor cuando los individuos se hallan en estado de dependencia 
o subordinación completa y directa con respecto a los agentes del Estado, como 
notoriamente sucede en las hipótesis a las que me he referido, en las que se 
presenta una relación jurídica y material entre la autoridad y el particular que no 
existe, con las mismas características, en la generalidad de los casos. 
 
De ahí la posición reforzada de garante que asume el Estado, y de ahí también la 
acentuada responsabilidad de éste con respecto a los sujetos que se hallan bajo su 
cuidado, de la que puede derivar, por este motivo específico, una responsabilidad 
“agravada”. En otra ocasión he aludido a esta responsabilidad --que se traduce en 
las consecuentes reparaciones--, derivada de la especial gravedad de las 
infracciones, tomando en cuenta las circunstancias en que han ocurrido, la forma en 
que se han cometido, las características de las víctimas y otros datos que pudieran 
concurrir a asignarle, razonablemente, esa calificación. Este concepto se puede 
analizar, igualmente, a la luz de la relación específica que existe entre la autoridad y 
el individuo, como sucede ahora. 
 
Lamentablemente, la situación que he descrito no corresponde solamente a una 
prisión. Dista mucho de ser un caso excepcional.  Corresponde a un estado de cosas 
ampliamente observado, deplorado y censurado, pero no corregido, en muy diversos 
lugares de distintos países. Las normas y los discursos penitenciarios chocan 
sistemáticamente con la realidad de los reclusorios. Está pendiente, en términos 
generales, una inmensa obra reivindicadora de los derechos humanos en estas 
instituciones, prácticamente dondequiera. Esta situación no sólo milita contra 
derechos fundamentales, sino pone en predicamento a la justicia penal en su 
conjunto, una de cuyas expresiones más dramáticas  --no la única, por supuesto--  
es la privación de libertad. Ésta coloca a quien la padece a merced de las 
circunstancias, que pueden llegar a ser anárquicas, si no interviene el Estado para 
impedirlo y organizar la vida en reclusión. El discurso y las normas penitenciarios 
chocan brutalmente con la realidad de muchas de nuestras prisiones. Esto debe 
cambiar, pronto y a fondo. 
 
Como ahora se trata únicamente de medidas provisionales acerca de un reclusorio 
local, no es posible ir más lejos. Tampoco me corresponde hacerlo en un Voto 
agregado a una resolución jurisdiccional de ese carácter. Aquí me limito a recoger, 
conforme lo manifesté en la audiencia del 28 de junio de 2004, la más profunda 
preocupación por la suerte de personas cuya vida depende de la voluntad, constancia 
y eficacia de las  autoridades que tienen la encomienda de garantizar, conforme a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos  --y a la legislación interna, desde 
luego-- la protección de sus bienes jurídicos principales, que aquéllos, por sí mismos, 
no pueden asegurar.  
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